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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JURISDICCIONAL DEL PODER PÚBLICO 

 

 

 

 

“Al servicio de la justicia y de la paz social”  

 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

SS AALLAA  TTEERRCCEERRAA  DDEE  DDEECCIISS IIÓÓNN  CCIIVVIILL   
 
 

Medellín, nueve (9) de  Noviembre de dos mil  veintiuno (2021) 
-discutido y aprobado virtualmente en sesión de la fecha - 

 

PROCESO EJECUTIVO  

DEMANDANTE PROCOPAL S.A.  

DEMANDADOS ALICIA MARÍA DE JESÚS NARANJO URIBE  
RADICADO 05001 31 03 002 2019  00467 03 

In terno 2021-149  
PROCEDENCIA JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN 
TEMAS Y 
SUBTEMAS 

PAGARE– CARTA DE INSTRUCCIONES - EXHIBICIÓN 
LIBROS Y DOCUMENTOS COMERCIANTE  

DECISIÓN CONFIRMA 

SENTENCIA No 098  

MAGISTRADA 
PONENTE MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO  

 
 
Previo a abordar el estudio del asunto, es pertinente poner de presente 

que, aunque el Código General del Proceso establece la oral idad como 

regla general en el trámite de los procesos civiles, en este caso la 

etapa de sustentación y de sentencia se realiza de forma escrita, con  

fundamento en lo dispuesto en el artículo 14 del Dec reto Legislat ivo Nº 

806 del 4 de junio de 2020 del Ministerio de Justicia y del Derecho,  

“Por el cual se adoptan medidas para implementar las tecnologías de la 

información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 

los procesos judiciales  y f lexibi l izar la atención a los usuarios del 

servicio de justicia, en el marco del Estado de Emergencia Económica, 

Social y Ecológica”, el cual entró en vigencia “a part ir de su publicación 

y estará vigente durante los dos (2) años siguientes a partir d e su 

expedición”;   

 

Norma que es de aplicación inmediata para los procesos en curso y  

para los que se presenten durante el estado de emergencia, como se 

desprende de las siguientes  consideraciones del mencionado decreto  
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“Que por lo anterior, es necesar io crear un marco normativo 
que se compadezca con la situación actual que vive el mundo y 
especialmente Colombia, que perdure durante el estado de 
emergencia sanitaria, y que establezca un término de transición 
mientras se logra la completa normalidad y ap licación de las 
normas ordinarias”  
 
“Que este marco normativo procurará que por regla general las 
actuaciones judiciales se tramiten a través de medios virtuales 
y excepcionalmente de manera presencial. Por lo que se debe 
entender que las disposiciones de este decreto complementan 
las normas procesales vigentes, las cuales seguirán siendo 
aplicables a las actuaciones no reguladas en este decreto”.  
 
“Que estas medidas, se adoptarán en los procesos en curso y 
los que se inicien luego de la expedición de este decreto” 
 
“Que se regula la segunda instancia en materia civil y familia 
para que esta se pueda tramitar, en los casos en que no se 
decreten pruebas en segunda instancia, sin que tenga que 
adelantarse la audiencia para la sustentación del recurso, y por 
el contrario la sustentación, su traslado y sentencia se hará a 
través de documentos aportados por medios electrónicos”.  

 

Por tanto procede el Tribunal, a decidir el recurso de apelación 

interpuesto por el extremo pasivo, contra la sentencia que se prof iri era 

en audiencia celebrada el 21 de enero de 2021  por el JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, dentro del proceso de 

la referencia.  

 

I. ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES 

La parte actora presentó solicitud encaminada a obtener mandamiento 

de pago en contra de  la demandada por: 1.La suma de 

$742’000.000.oo como capital  referido en el pagaré No. 1P.  2.  Los 

intereses moratorios a la tasa máxima efectiva anual autorizada, sobre 

las sumas de dinero reconocidas, desde el 31 de julio de 2017 y hasta 

la fecha en que se realice el pago total de la obligación.  3.  Que se 

condene en costas y agencias en derecho a la demandada.   (carpeta 

EXPEDIENTE/ archivo 01DemandaAnexosFol ios  1 a 19)  

 

FUNDAMENTO FÁCTICO 

Narra la parte actora que el 9 de mayo de 2017 la señora NARANJO 

URIBE  l ibró el “Pagaré a la orden No. 1P ”, con el objeto de pagar a 

PROCOPAL S.A.  el 30 de julio de 2017 la suma de $742’000.000.oo, y 
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en caso de mora los intereses  sobre la suma adeudada a la máxima 

permitida.  La demandada incumplió la obligación, y a la fecha no ha 

cancelado suma de dinero de capital o intereses pactados.  El 

documento base de ejecución contiene una obligación clara, expresa y 

exigible, y presta mérito ejecutivo.  

 

DE LA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO Y LAS EXCEPCIONES 

DE MÉRITO. 

Se libró mandamiento de pago el 24 de septiembre de 2019 en la forma 

solicitada, (carpeta EXPEDIENTE/archivo 02LibraMandamientoPago) , auto que 

fue notif icado personalmente a la apoderada de la demandada (archivo 

04)  quien contesta a través de la abogada sustituta (archivo 05)  in iciando 

con af irmar que la actuación de la parte actora es temeraria y no puede 

ser acogida por estar desprovista de soporte contable, ya que el 

negocio subyacente no ref leja la obligación reclamada.  Af irma que 

PROCOPAL, de mala fe,  presentó dos demandas ejecutivas dist intas 

por el mismo valor para cobrar una deuda inexistente por 

$742’000.000.oo, ante el Juzgado 1 Civi l del Circuito de Medellín 

demandó a ALCA INGENIERÍA con pagaré 2P por $742.000.000.oo, que 

no se adeudan, radicado 2019-00499, y ante el Juzgado 2 Civi l de 

Circuito de Medellín demando a la representante legal de la misma 

compañía, radicado 2019-00467 cobrando otros $742’000.000.oo que no 

se adeudan.  Ambos pagarés 1P y 2P tienen el mismo origen o negocio 

subyacente, el CONSORCIO TERMINALES JMC 2016.  En estos 

procesos se ha decretado medidas cautelares que ascienden a 

$3.000’000.000.oo causando agravio de grandes proporci ones a las 

demandadas.   Se opone a las pretensiones.  Y sobre los hechos 

expone que es cierto que se suscribió el pagará 1P, pero no es cierto 

que se adeude la suma que al l í se ref leja, pues se trata de un pagaré 

con espacios en blanco como consta en la carta de instrucciones, y la 

demandante impuso el valor sin soporte alguno, pues la  demandada no 

adeuda dicha suma, y por tanto tampoco intereses de mora.  

 

En su defensa opone como excepciones:  1.  AUSENCIA DE CAUSA 

JURÍDICA PARA EL COBRO DE $742 MILLONES DE CAPITAL, SEGÚN 

EL NEGOCIO SUBYACENTE QUE DIO ORIGEN AL PAGARÉ 

(CONSORCIO TERMINALES JMC 2016).  Pues ni la demandada ni 

ALCA INGENIERIA adeudan esa suma a la demandante, como lo 
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cert if ican la contadora de ALCA INGENIERIA S.A.S  señora CLAUDIA 

RODRÍGUEZ SILVA y el revisor f iscal JORGE VARGAS CRUZ una vez 

revisada la contabilidad de la compañía .  Informa el extremo pasivo que 

las partes han tenido varias relaciones mercanti les , entre ellas, se 

asociaron para conformar el CONSORCIO TERMINALES JMC 2016 con 

una participación del 50% cada una, y por cuenta de este acuerdo se 

suscriben los pagarés 1P y 2P, quedando claro que en el marco de 

dicho acuerdo PROCOPAL no ha girado dinero a ALCA ni a ALICIA por 

la suma pretendida, debiendo probar la parte actora la causa de esa 

obligación, art. 1524 CC.  Deja en claro que los aportes realizados por 

los consorciados eran directamente al consorcio y no a uno de el los.    

2.  INDEBIDO DILIGENCIAMIENTO DEL PAGARÉ BASE DE LA 

ACCIÓN, las instrucciones fueron desacatadas y desatendidas, puesto 

que PROCOPAL dil igenció el pagaré con una suma y una fecha errados, 

sin fundamento y sin soportes contables.   3.  IMPROCEDENCIA DE LA 

DEMANDA POR DOBLE COBRO DE LA MISMA OBLIGACIÓN Y/O 

PRESTACIÓN ECONÓMICA al estar cobrando la misma suma con 

pagaré 2P en otro proceso, generando grave daño patrimonial a la 

pasiva.  4.  INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN POR NO HABERSE 

LIQUIDADO EL CONSORCIO- FALTA DE OBLIGACIÓN CLARA, 

EXPRESA Y EXIGIBLE Y DE TÍTULO EJECUTIVO, el consorcio no se 

ha l iquidado, está vigente como lo certif ica el representante le gal del 

mismo CARLOS MORALES RIGUEROS.  5. INEXISTENCIA DEL 

DERECHO EN CABEZA DE LA DEMANDANTE-LE PERTENECE AL 

CONSORCIO.   6.  AUSENCIA DE ACEPTACIÓN DE DEUDAS A FAVOR 

DE PROCOPAL DERIVADAS DEL CONSORCIO TERMINALES JMC 

2016, si lo perseguido por la demandante es que se le devuelva alguna 

suma de dinero de más o extra que aportó al consorcio, no obra en el 

plenario que la demandada o ALCA hayan aceptado dichas deudas, ni 

que la demandante haya prestado dinero i l imitadamente al  consorcio.    

7.  INEXISTENCIA DE LA DEUDA RECLAMADA-PAGOS REALIZADOS 

POR ALCA INGENIERÍA, en el marco del negocio subyacente 

CONSORCIO TERMINALES JMC 2016 ALCA INGENIERIA pagó 

$725’000.000.oo, así:  $150’000.000.oo el 28 de diciembre de 2016, el 

03 de mayo de 2017, el 06 de junio de 2017 y el 14 de julio de 2017, y 

$125’000.000.oo el 18 de agosto de 2017.   8.  GENÉRICA.  
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TRÁMITE PROCESAL 

Integrada la l it is en debida forma, se corrió traslado de las excepciones 

propuestas por la demandada que dio  respuesta (archivo 05, pág pdf  57 ),  

sobre las cuales hubo pronunciamiento  por la parte demandante (archivo 

06) , luego se f i ja fecha para la audiencia que regula el art. 372 CGP, y 

se decretan las pruebas con auto de  febrero 25 de 2020  (archivo 07) ,  se 

recibe el dictamen pericial de la demandante  (archivos 24 a 42) , el de la 

parte demandada (archivo 49) .  Llegada la fecha de la audiencia,  19 de 

enero de 2021, una vez reprogramada ,  en ella se agotan las etapas de 

conciliación, interrogatorios de parte, f i jación del l it igio, saneamiento, 

práct ica de pruebas- se recepcionó las pericias y test imonio, sesión que 

continua el 21 de enero de 2021 con la práct ica de pruebas, alegatos de 

conclusión y emisión del fal lo en el cual se desestimaron las 

excepciones y se ordenó seguir adelante la ejecución.  

 

DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Cumplidas las fases de la audiencia, en sesión del 21 de enero de 

2021, se pronunció el fal lo (carpeta AUDIENCIAS/archivo audio 2019 -

467.00ParteVI II )  que es objeto de recurso, y en el que se dispuso seguir 

adelante la ejecución.  

 

En esa oportunidad la a quo hace referencia al art. 280 CGP y por ello 

no hace alusión a los antecedentes, verif icando los presupuestos para 

proferir fallo, plantea el problema jurídico, ubicándose en la resolución 

del caso en concreto.  

 

Procede entonces a analizar y decidir lo relacionado con cada una de 

las excepciones de mérito planteadas por la parte pasiva, para concluir 

que ninguna de ellas prospera, puesto que de las pruebas al legadas se 

establece que el t ítulo valor -pagaré reúne los requisitos de ley para 

prestar mérito ejecutivo, fue llenado conforme la carta de instrucciones 

y si t iene causa, la cual surge de las deudas de ALCA con PROCOPAL 

en los distintos negocios realizados por las dos entidades, que se 

relacionan con el CONSORCIO TERMINALES JMC 2016 y la iniciativa 

privada CIRCUNVALAR DE OCCIDENTE, en los cuales PROCOPAL 

asumió gastos  que estaban a cargo de ALCA pare el funcionamiento de 

las asociaciones, tal como se pudo establecer con el dictamen 

presentado por la parte actora, al cual se adjuntaron los soportes 
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contables que reclama la parte demandada, siendo suscrito el pagaré 

por la demandada como garantía de dichas obligaciones, tal como se 

comprometieron junto con el representante de ALCA en reunión, según 

acta al legada, obligaciones que no fueron pagadas .  Asevera la juez 

que según correo electrónico, el pagaré fue remit ido en marzo de 2017 

y fue suscrito en mayo de 2017, lo que implica t iempo para que ALCA y 

la aquí demandada revisaran la carta de instrucciones y pusieran en 

conocimiento cualquier inconformidad con dichos documentos pero el lo 

no ocurrió, se f irmó el t ítulo con pleno  conocimiento.  Con relación a 

las excepciones que se ref ieren a que el consorcio no ha sido l iquidado, 

expresa que la deuda reclamada no está a favor del consorcio sino de 

PROCOPAL, sin que tenga relación con la l iquidación del consorcio.  

 

Así decide declarar imprósperas las excepciones, seguir adelante la 

ejecución, como se dispuso en el mandamiento de pago, el avalúo y 

remate de los bienes embargados, la realización de la l iquidación del 

crédito, condena en costas a la parte demandada y f i ja agencias en 

derecho a su cargo.  

 

DE LA IMPUGNACION Y EL TRÁMITE DE SEGUNDA INSTANCIA .  

La decisión una vez notif icada en audiencia, fue recurrida por  el 

apoderado de la parte demandada quien en dicha dil igencia expuso 

algunos reparos y luego por escrito agregó otros  (carpeta 01. 

ExpedienteRecib idoApelac ión/archivo 100.  2019.00467ReparosSentenc ia) .  Y ellos 

son.    

 

1.  INEXISTENCIA DE TÍTULO EJECUTIVO.   El t ítulo se generó 

creando de manera artif icia l la fecha de creación y vencimiento.  

2 y 3.  INEXISTENCIA DE PRUEBAS SOBRE EL VALOR EXIGIBLE, LA 

CREACIÓN Y EL VENCIMIENTO.  No se probó la existencia de la suma 

de $742’ millones, ni la forma en que se creó el t ítulo, ni la 

determinación de la fecha de vencimiento. 

4.  PRUEBA DEL PAGO.  Alicia Naranjo probó que pagó a través de 

ALCA. 

5. PRUEBA DE MULTIPLICIDAD DE CUANTÍAS MAS NO DE LA 

RECLAMADA.  Hay prueba que las partes no han l iquidado sus 

negocios.  
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6.  EL DEUDOR CUENTA CON EL DERECHO DE CONOCER QUE 

SUMA SE INTEGRA AL PAGARÉ.  Derecho a defenderse conociendo de 

donde proviene la suma ejecutada y el acreedor t iene ese deber por 

buena fe y lealtad negocial.  

7.  LA TESIS INSUSTANCIAL DE NO RECLAMAR EL TÍTULO O NO 

PEDIR LA ANOTACIÓN DE LOS ABONOS EN EL MISMO.  Es un deber 

del acreedor y una facultad del deudor y por ello no habili ta la 

arbitrariedad de quien tiene el t ítulo.  

8.  LA  NEGATIVA A LA EXHIBICIÓN, UN REY DE BURLAS AL 

SISTEMA JURÍDICO. Ante la reticencia a mostrar los soportes 

individuales y pormenorizados para establecer la cifra con exactitud.   

9.  EL EXPERTICIO DE RSM, OTRA BURLA ADICIONAL.  Que tuvo en 

cuenta el despacho, nada dice sobre la génesis de la obligación, su 

monto, forma en que se determinó el vencimiento para habil itar la mora.  

10.  LA FECHA DE LA MORA, EXCELENCIA DE LA EXIGIBILIDAD FUE 

DESCONOCIDA DE MANERA ABSOLUTA. El deudor además de 

conocer cómo se llega a la cifra, debe estar enterado como se 

determina la mora y el día en que se causa.  

11.  INAUDITO OCULTAMIENTO DE LAS CUENTAS POR PARTE DE 

PROCOPAL A LA CONTRAPARTE Y A LA ADMINISTRACIÓN DE 

JUSTICIA.  A pesar que el despacho hizo leer el contenido de 

aceptación a la suscriptora, no signif ica que el dil igenciamiento pued e 

ser arbitrario, caprichoso o de mala fe.  

12.  INDEBIDA APRECIACIÓN PROBATORIA, SIN TENER EN CUENTA 

LOS MEDIOS QUE FAVORECEN A LA SEÑORA ALICIA NARANJO. La 

juez aceptó a últ ima hora un testimonio que dividió las cuentas sin 

soporte para tratar de evidenciar que hubo dos part idas por 500 y 900 

millones y sobre esa base se crearon dos pagarés, uno a cargo de 

ALICIA y otro de ALCA, mientras se le aceptaron todas las 

irregularidades posibles a la actora.  

13. LA CARTA DE INSTRUCCIONES NO HIZO REFERENCIA A LA 

FECHA DE CREACIÓN Y A LA ESTRUCTURACIÓN DEL DÍA DE LA 

MORA.  Sin reglas claras, el acreedor sorprende al deudor, y crea una 

obligación en un día inexistente, con una fecha de vencimiento 

inventada y sin fundamento que explique tal conducta desleal y de mala 

fe. 

14.  EL DESPACHO CITÓ SIN EL DEBIDO ANALISIS CONTRACTUAL 

LA COLIGACIÓN DE CONTRATOS NO CONCURRENTES CON EL 
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CONSORCIO.  Son contratos independientes y no es posible sumar las 

relaciones contractuales y las cuentas del consorcio, con otras 

relaciones existentes entre ALCA y  PROCOPAL – CIRCUNVALAR DE 

OCCIDENTE. 

15.  LA COLIGACIÓN CONTRACTUAL ENTRE CONSORCIO, ALCA Y 

PROCOPAL NO ES AUTÓNOMA E INDEPENDIENTE.  Existe una ínt ima 

relación entre el consorcio y los consorciados, tanto en la ejecución del 

proyecto como en sus estados f inancieros y los resultados, por lo 

anterior sin cuentas f inales ni datos precisos del pagaré en materia de 

cuantía, no puede exigirse cifra alguna por vía ejecutiva.  

16.  LA ASESORA JURÍDICA CONFUNDIÓ, NEGÓ Y NO PROBÓ, PERO 

EN ELLA BASÓ LA PRIMERA INSTANCIA SU SENTENCIA.  En forma 

agónica y confusa esta test igo explicó dos cifras no probadas.  

17.  AUSENCIA ABSOLUTA DE UN ANÁLISIS DEL PAGARÉ. La primera 

instancia no pudo encontrar los fundamentos civi les, comerciales, 

laborales, administrativos o tr ibutarios, ni el etcétera bajo los cuales se 

documentó los $734 millones. 

18.  ALCA PROBÓ LOS PAGOS. Incluso el representante convencional 

de últ ima hora de PROCOPAL aludió a que se hicieron algunos pagos.  

19.  EL SENTENCIADOR NO TUVO EN CUENTA QUE AQUÍ NO HAY 

UNA OBLIGACIÓN CLARA, EXPRESA Y EXIGIBLE.  Pues en el proceso 

no se probó la suma de $742’ millones ni la supuesta mora desde jul io 

de 2017, por ello no se satisfacen los atributos de claridad, 

expresividad y exigibi l idad.  

20.  EL SENTENCIADOR OMITIÓ LA NECESIDAD DE UN PROCESO 

DECLARATIVO, UN PROCESO DE LIQUIDACIÓN Y UN PROCESO 

ARBITRAL PARA DIRIMIR LA LITIS.  Para determinar si hay deuda o no 

a cargo de la demandada, pues si no se ha l iquidado el consorcio, los 

consorciados deben aprobar la contabil idad  del consorcio.  

21.  ERRADO ENTENDIMIENTO DEL SENTENCIADOR DE PRIMER 

GRADO RESPECTO DEL ALCANCE Y EFECTO JURÍDICO DEL 

NEGOCIO CAUSAL.  Al l í no se pactó que PROCOPAL hiciera gastos 

como quisiera y luego cobrara la mitad de ellos al ALCA, se explicó por 

el representante del consorcio que los gatos, costos e invers iones 

debían ser autorizados por los consorciados en las actas parciales, 

comités y reuniones.  No se aportó prueba que ALCA  haya aceptado 

que PROCOPAL hiciera pagos para luego cobrarle la mitad.  
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22.  INDEBIDA ACEPTACIÓN DEL DICTAMEN DE LA PARTE ACTORA. 

Pues nada dijo del pagaré ni de las sumas que se cobran.  

23.  EL TÍTULO INCOMPLETO.  Al dejar en blanco los espacios del 

valor, la fecha de creación y vencimiento.  Se di jo en la primera 

instancia que el t ítulo gozaba de autenticidad.  

24.  LA CARGA DE LA PRUEBA.  PROCOPAL debe probar que ALCA le 

debía al consorcio y que los recursos que dio fueron invert idos en la 

obra, solo así sabrá desde cuando ALCA le debe y el vencimiento, 

recordando que la contabil idad del consorcio la l levaba PROCOPAL, 

pues así se acordó. 

25.  INEXISTENCIA DEL VALOR DEL IMPORTE. No se probó la fecha 

de la mora, ni la de creación.  

26.  AUSENCIA DE FORMA DE VENCIMIENTO.  

27. INDEBIDO ANÁLISIS DE LA FALTA DE EXHIBICIÓN DOCUMENTAL 

Y DE LOS ALEGATOS PRESENTADOS. 

28.  TESIS JURISPRUDENCIALES OMITIDOS POR EL FALLADOR DE 

PRIMER GRADO. Cita varias decisiones del Tribunal Superior de 

Bogotá relacionadas con el l lenado de espacios en blanco, el cual debe 

cumplir con las instrucciones.  

29.  INDEBIDA VALORACIÓN PROBATORIA Y DE LAS EXCEPC IONES 

DEL SENTENCIADOR DE PRIMER GRADO. Partiendo de la l iteral idad 

del pagare y la carta de instrucciones no se hizo un riguroso análisis de 

los medios de prueba, allegados por la parte demandada.  

 

Sustituido el poder, se presenta en esta instancia la sustentación del  

recurso respecto de algunos de los reparos  (carpeta 02 Trámite 2da 

instanc ia/archivo 07Memoria l31Agosto21)  

 

1. Inicia el escrito de sustentación con la  SENTENCIA DE PRIMERA 

INSTANCIA ES VIOLATORIA DE DERECHOS CONSTITUCIONALES. LA 

RENUENCIA DE LA PARTE EJECUTANTE A EXHIBIR LA PRUEBA 

DOCUMENTAL DECRETADA.  Arguye que es notorio la falta de análisis 

integral  de la conducta asumida por PROCOPAL al no exhibir los 

documentos solicitados, prueba decretada  con auto de febrero de 2020 

y reiterada en septiembre de 2020, con la cual se perseguía probar que 

la deuda no existe, y al no exhibir dichos documentos, la sanción legal 

es dar por acreditado que ALICIA o ALCA no deben a PROCOPAL.  Art.  

67 C de Cio, 268, 267 CGP.  El argumento del volumen de los 
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documentos para negarse a exhibir los no es excusa just if icable.  

Prueba que es distinta a la pericial,  también decretada, siendo principal 

la exhibición, pues así las partes tendrían el insumo necesario para 

esclarecer la Lit is y rat if icar lo obvio, que la deuda no existe,  y que el 

valor reclamado no está registrado en la contabil idad del CONSORCIO 

ni de PROCOPAL.  Honrando así los arts. 422 y 424 CGP.  Pese a ello 

en el proceso se logró probar que la demandante no pudo sustentar el 

origen de la deuda y la fecha de la mora,  con  la expert icia de RAMIRO 

ANDRADE, declaraciones de CARLOS MORALES, CLAUDIA 

RODRIGUEZ, interrogatorio  ALICIA NARANJO. 

 

2.  El segundo punto objeto de sustentación: EL SOPORTE DE LA 

OBLIGACIÓN QUE SE COBRA EMANA DE UN TÍTULO VALOR CON 

ESPACIOS EN BLANCO Y AL SER LLENADO EN FORMA ABUSIVA NO 

CONFIGURA UNA OBLIGACIÓN CLARA, EXPRESA Y ACTUALMENTE 

EXIGIBLE.  En el fallo se equivocó al tener como cierta la suma 

reclamada y la mora, siendo ostensible que en el debate probatorio 

nada de eso se demostró, y al l lenarse en forma abusiva  el t ítulo no se 

satisfacen los atributos de claridad, expresividad y exigibil idad .  La 

parte demandada probó que no adeuda suma alguna, y la demandante 

no probó el origen de la supuesta deuda  y que estuviera  en mora, que 

además cobra dos veces en juzgados distintos, y conforme el art. 1524 

CC toda obligación debe tener causa real y l ícita.  Se equivoca la 

sentencia al no analizar que PROCOPAL no arrimó soporte del negocio 

subyacente para, desde el punto de vista contable , establecer la deuda, 

la fecha de vencimiento, ni que obedeciera a operaciones del 

CONSORCIO que hubieren sido aceptadas por ALCA o ALICIA, no se 

probó la causa, no hay claridad de donde surge dicha suma.    De 

acuerdo con las instrucciones el valor debía estar discrim inado y 

explicado a la luz del negocio subyacente CONSORCIO.  No se adeuda 

suma alguna por cuanto fue pagada como lo af irmó la demandada y lo 

ratif icó CARLOS MORALES, CLAUDIA RODRIGUEZ y RAMIRO 

ANDRADE.  No hay claridad de la obligación, solo multipl icidad  de 

cifras $655, $850, $742, $725, $780 millones y un dictamen con errores.  

 

3.  El tercer punto que sustenta  PARA PODER LLENAR EL VALOR Y 

FECHA DE VENCIMINETO DEL PAGARÉ ERA NECESARIO UN 

PROCESO DECLARATIVO, UN PROCESO DE LIQUIDACIÓN Y UN 
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PROCESO ARBITRAL.  Con el f in de determinar si existe deuda.  Se 

demostró que los pagarés 1P y 2P se originaron en el CONSORCIO 

TERMINALES JMC 2016 y se suscribieron para garantizar los aportes 

de capital de dicho consorcio en el año 2017, como consta en el correo 

del 16 de marzo de 2017, y s in haber una contabil idad aprobada por 

ambos consorciados, ni una liquidación del mismo, además de existir un 

desacuerdo sobre la existencia de saldo pendiente es ilegal que 

PROCOPAL l lene el pagaré por gastos y costos no autorizados,  

aceptados ni aprobados por el otro consorciado, como para reclamar la 

mitad, abusando de su posición fuerte en la relación.  Ahora, el 

proyecto CIRCUNVALAR DE OCCIDENTE no está conectado ni 

vinculado con el pagaré, pero la juez entendió que sí,  a part ir d e la 

amplitud de la carta de instrucciones, pero dicho acuerdo tiene un pacto 

arbitral para solucionar sus diferencias.  

 

4.  El cuarto aspecto objeto de sustentación CARENCIA DE ANÁLISIS 

RESPECTO DEL ALCANCE Y EFECTO JURÍDICO DEL NEGOCIO 

CAUSAL.   No se discute que el negocio causal que originó los pagarés 

1P y 2P es el CONSORCIO TERMINALES JMC 2016, para garantizar o 

respaldar unos aportes de capital para el consorcio en el año 2017, 

aclarando que el correo que remite los pagarés se ref iere a $655 

millones, lo equivocado es que en la sentencia se entienda que 

PROCOPAL cobre la mitad de lo que quiera presentar como gastos, 

costos e inversiones, cuando en el acuerdo consorcial el lo no se 

estableció.  Por el lo cada gasto, costo o inversión debía ser aprobado y  

autorizado por los consorciados, y no se probó que ALCA o ALICIA 

hayan aprobado y aceptado gastos, costos o inversiones.  

 

5.  como quinto reparo sustentado se expone INDEBIDA ACEPTACIÓN 

DEL DICTAMEN DE LA PARTE ACTORA.  El cual fue rendido por RSM 

y que contiene multipl icidad de errores e inconsistencias, aceptando el 

perito que no conocía los pagarés, ni las cifras en ellos puesta, ni las 

fechas de vencimiento y nunca los vio en la contabilidad del consorcio 

ni PROCOPAL, fue contratado para hacer una audi toría contable, sumar 

unos gastos y costos y hacer actualizaciones, af irmando no saber si la 

contabil idad del CONSORCIO había sido aprobada por los 

consorciados; es decir nada dijo del pagaré ni de la suma que se cobra, 

y no tuvo en cuenta los pagos que hizo ALCA por $725 millones.  Debe 
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tenerse en cuenta que en esta pericia no se reconocieron los ingresos 

por anticipo en las fechas en que fueron consignados, sino en el 

momento efectivo del pago, sin tener en cuenta el pago hecho por 

ALCA.  Errores puestos de presente por el peri to RAMIRO ANDRADE 

traído por la parte demandada. 

 

6.  Como sexto reparo EL TITULO INCOMPLETO Y LA INTEGRACIÓN 

ABUSIVA.  En la primera instancia se hizo alusión a la presunción de 

autenticidad del t ítulo, pero no se tuvo en cuenta que  fue controvert ida 

su cuantía y las fechas  impuestas, e incluso que ya fue pagado.  No se 

probó el origen de la suma all í colocada .  Cita sentencia de este 

Tribunal en la que se ref iere a como se deben llenar los espacios en 

blanco, de acuerdo al negocio causal.  

 

7.  El siguiente reparo sustentado LA CARGA DE LA PRUEBA.  Por la 

especialidad del negocio PROCOPAL debía probar que se le adeudaba 

al consorcio, debía allegar las pruebas que le den expresividad al 

pagare, pero fue la demandada quien probó que no  adeuda nada a 

PROCOPAL, y era su deber informar adecuadamente las razones y 

soportes de la suma incorporada en el pagaré, y haber exhibido los 

documentos contables que la soportaban, pero oculta los comprobantes 

y soportes que podrían permitir a la demandada controvertir la .  La 

primera instancia olvidó que cuando es tan confusa, gaseosa y etérea la 

prueba de la existencia de la obligación, es decir no es clara, expresa 

ni exigible, ni el soporte de su valor, ni l as fechas de vencimiento, el 

ejecutivo no es la vía apropiada.  La parte actora no cumplió con la 

carga de probar la existencia de la obligación, teniendo en su poder 

l levar la contabil idad propia y la del consorcio.  

 

8. INEXISTENCIA DEL VALOR DEL IMPORTE Y DE LA CAUSA DE LA 

MORA.  El documento debe ajustarse a los términos verdadera y 

originalmente convenidos entre el suscriptor y el tenedor, y el t ítulo 

será dil igenciado a part ir del día en que incurra en mora en el pago, 

pero en este caso no hay forma de probar esa fecha o en evento de la 

mora, para evitar la arbitrariedad. 

 

9.  AUSENCIA DE FORMA DE VENCIMIENTO.  Art.  709 numeral 4 C de 

Cio consagra la necesidad de f i jar ese momento sin vacilación, pues el 
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deudor debe saber cuándo debe cumplir y el acreedor cuando puede 

cobrar.  

 

10. INDEBIDO ANÁLISIS DE LA PRUEBA RECAUDADA Y DE 

ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES.  La sentencia part ió de la 

l iteral idad del pagaré y de la carta de instrucciones, sin hacer un 

riguroso análisis de los medios de defensa y probatorios en conjunto, 

de los cuales se concluye que la obligación fue pagada, que no existe 

soporte de la suma y fechas incorporadas en el pagaré, que el proyecto 

CIRCUNVALAR DE OCCIDENTE no guarda relación con los pagarés 

suscritos, que ALCA INGENIERÍA no ha aprobado los gastos, costos e 

inversiones que menciona PROCOPAL, como tampoco autorizó la 

contabil idad que unilateralmente lleva PROCOPAL, que se requiere un 

proceso de liquidación del consorcio, de rendición de cuentas o 

declaración judicial, que ser consorciado en un 50% no hace que en 

forma automática ALCA sea deudor de la mitad de los gatos, costos e 

inversiones, pues se requiere aprobación conjunta, que mientras no se 

liquide el consorcio no se sabe si hay deudas a su favor por parte de 

los consorciados.  

 

11.  LA SENTENCIA SE APARTA DE CLAROS PRECEDENTES 

JURISPRUDENCIALES SOBRE LOS TÍTULOS VALORES CON 

ESPACIOS EN BLANCO Y LAS CARTAS DE INSTRUCCIONES.  En la 

sentencia no se hizo el análisis sobre el negocio subyacente, y ante la 

falta de claridad del t ítulo no procede continuar la ejecución, como lo  ha 

sostenido el TS Medellín en sentencia del 22 de julio de 2020 en caso 

similar revisando decisión del Juzgado Segundo civi l  del Circuito de 

Medellín.  Para el caso nunca se pudo establecer de donde salió la 

suma reclamada y la mora, no hay claridad, porque no hay título 

ejecutivo. 

 

II. CONSIDERACIONES  

 

VERIFICACIÓN DE PRESUPUESTOS PROCESALES Y AUSENCIA DE 

IRREGULARIDADES CONFIGURATIVAS DE NULIDAD  

Se ha determinado por la Corporación que dentro del presente asunto 

se reúnen los presupuestos procesales que permiten dar validez a lo 

actuado, sin que se advierta irregularidad constitut iva de nulidad, lo que 
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permite al Tribunal asumir el conocimiento del asunto en esta instancia, 

dentro de su competencia.  

 

PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

Deberá esta Sala de Decisión determinar si en este caso la juez 

incurrió en indebida valoración probatoria e interpretación 

normativa que la l levo a tomar decisión equivocada, o si la decisión 

está soportada jurídicamente en forma adecuada, que amerite 

mantenerla. Inicialmente se analizará el primer reparo, pues de 

prosperar no habría lugar a continuar con los demás, al abrirse 

paso la sanción reclamada por la parte recurrente, en caso 

contrario se abordará el estudio de los demás reparos.  

 

DEL PROCESO EJECUTIVO  

El proceso ejecut ivo parte del presupuesto insustituible de la existencia 

de un documento que de forma cierta consagre el derecho que se 

reclama, evidenciando la correlat iva obligación del deudor y en cuya 

virtud, surge para el acreedor el derecho a reclamar el cumplimiento de 

la obligación.   

 

Es así como el artículo 422 CGP, señala que podrán demandarse 

ejecutivamente las obligaciones claras, expresas y exigibles que 

consten en un documento proveniente del deudor o de su causante que 

constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una sentencia 

de condena proferida por juez o tr ibunal, o de otra providencia judicial 

que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley.  

 

Entre los documentos que pueden tenerse como título ejecutivo 

encontramos los títulos valores y entre el los el pagaré,  que se 

encuentra regulado en el art. 709 C de Co, señalando que además de 

cumplir con los requisitos que f i ja el art. 621 de la misma normativa, 

debe cumplir con los que all í establece, la promesa incondicional de 

pagar una suma determinada de dinero, el nombre de la persona a 

quien debe hacerse el pago, la indicación de ser pagadero a la orden o 

al portador y la forma de vencimiento.  
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DE LOS TÍTULOS VALORES EN BLANCO 

La normativa comercial en su art.  622  establece  que  un  título valor 

suscrito en blanco debe completarse conforme las instrucciones 

acordadas por las partes, sea en forma escrita  o verbal.  Sin embargo 

la falta de dichas instrucciones no conduce a la nulidad o ineficacia del 

título,  así lo ha establecido la CSJ en su sala  civi l,  mientras que la 

Corte Constitucional , rememorando a la Corte Suprema de Justicia,  ha 

indicado que la carta de instrucciones no es imprescindible, por que 

estas pueden ser dadas en forma verbal, pueden estar implícitas en el 

negocio  que origina el t ítulo, o pueden darse con posterioridad a la 

creación del t ítulo, y en caso que haya discrepancia en la forma como 

fue llenado los espacios en blanco, ello no le quita mérito ejecutivo, 

sino que conlleva adecuar el t ítulo a lo que efectivamente se acordó 

entre las partes (Sentencia T-968, dic.16/11). 

 

Entonces, a l tenor de lo dispuesto en la  norma  que se cita, las 

condiciones esenciales para proceder a llenar un título valor en blanco  

son esencialmente  tres:    1.) Que los espacios en blanco en el t ítulo 

valor sean l lenados por un tenedor legít imo, que lo detente de acuerdo 

a su ley de circulación;    2.) Que los espacios en blanco sean 

dil igenciados conforme a las instrucciones de quien suscribe el t ítulo , y;    

3.) Que el t ítulo sea llenado antes de ejercer el derecho que en él se 

incorpora, es decir, antes de presentar el documento para el pago, 

negociarlo o ejercer la acción cambiaria encaminada al recaudo del 

importe del t ítulo.   Es así como, la única l imitante que t iene el legít imo 

tenedor de un tí tulo valor en blanco o con espacios en blanco, para 

dil igenciar lo, es aquella que le impone la carta de instrucciones, la cual 

se supone basada en la relación jurídica existente entre el creador del 

título y el beneficiario del mismo.  

 

Ahora si el deudor invoca una de las hipótesis previstas, es decir que el 

documento lo suscribió en blanco, y que este fue llenado por fuera del 

convenio para el lo, le incumbe doble carga probatoria: en primer lugar, 

establecer que realmente fue f irmado con espacios en blanco ; y, en 

segundo, evidenciar que se llenó de manera distinta al pac to convenido 

con el tenedor del  t ítulo.  
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III. ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

Es preciso recordar que los artículos 320 y 328 CGP establecen los 

f ines de la apelación y la competencia del super ior, con base en ello 

procede el Tribunal a decidir únicamente sobre los reparos concretos 

formulados por parte del extremo pasivo y que ha sustentado en esta  

instancia vía digital, pues ellos marcan la competencia de esta 

Corporación.  

 

1. El primer reparo que fue sustentado en esta instancia es con el cual 

se reclama que la SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA ES 

VIOLATORIA DE DERECHOS CONSTITUCIONALES. LA RENUENCIA 

DE LA PARTE EJECUTANTE A EXHIBIR LA PRUEBA DOCUMENTAL 

DECRETADA, atacando la falta de análisis po r parte de la juez de dicha 

conducta omisivo de la actora, que conllevaba la aplicación de la 

sanción señalada en los arts . 67 C de Cio y 268 CGP, teniendo por 

ciertos los hechos de la contestación de la demanda susceptibles de 

confesión, en especial que la deuda no existe.  

 

Para verif icar que dicha conducta enrostrada a la parte actora se 

evidencia en el proceso, se encontró  que con auto del 25 de febrero de 

2020 (Archivo 07 2019.00467FijaFechaAudienc iaDecretaprueba)  se incorpora el 

pronunciamiento sobre las excepciones de mérito, se decreta pruebas y 

se f i ja fecha para audiencia inicial.  Se decretó entre otras, en favor de 

la parte actora, dictamen pericial ampliando el término para presentarlo 

y concediendo  90 días para aportarlo, y en favor de la parte 

demandada, entre otras,  la exhibición de documentos de la parte 

actora y por tanto la  requiere  “para que allegue con la debida 

antelación los documentos correspondientes a los l i terales a) y b) que 

se relacionan a fol ios 57-58, a efectos de ponerlos en conocimiento de 

la ejecutada y de este Despacho para su estudio antes de la realización 

de la audiencia…”  concediéndole 30 días contados a part ir de la 

notif icación por estados de dicho auto; y se decretó también a favor de 

la parte pasiva, el dictamen pericial sobre el cual se di jo en la decisión 

“…se ampliará el plazo para aportar el dictamen pericial del cual 

pretende valerse, para lo cual,  se le concede el término de sesenta 

(60) días contados a partir de la notificación por estados del auto 

que ponga en conocimiento la exhibición de documentos solicitada ”  
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(se resalta).  Auto Que no fue objeto de recurso por tanto tomó 

ejecutoria.   Los documentos relacionados en los l iterales a y b de la 

contestación de la demanda son los estados f inancieros y l ibros 

contables principales y auxil iares, como los soportes contables 

individuales y pormenorizados de PROCOPAL y del CONSORCIO que 

permitan identif icar con exactitud cómo está registrada y sustentada la 

cifra reclamada a título de deuda a cargo de ALICIA y ALCA en los que 

se acredite la aparente exig ibi l idad de dicha cifra a julio 30 de 2017, 

indicando como se llegó al valor de $742 millones, ello teniendo en 

cuenta que según el acuerdo consorcial la contabil idad del 

CONSORCIO la llevaría PROCOPAL.  Y los documentos rubricados por 

ALCA INGENIERIA o ALICIA NARANJO si exist ieren, por cuya virtud en 

desarrol lo del CONSORCIO, adquirió un supuesto compromiso 

económico. 

 

También se encuentra escrito presentado por la parte actora (archivo 11.  

2019.00427 Solic i tudParteDemandante)  el 06 de jul io de 2020, en el que 

informa que se han realizado las gestiones para cumplir con lo 

ordenado dentro del término, pero el Director Financiero  de PROCOPAL 

informó que dichos documentos estaban contenidos aproximadamente 

en 250 cuadernos, por ello para evi tar tomar copia de todos en contra 

del medio ambiente y ocupar gran espacio en el despacho, los mismos 

podrían ser inspeccionados en las instalaciones de la compañía 

demandante, además por la situación por la emergencia por COVID 

aportar los documentos físicos romperían los protocolos de 

bioseguridad y virtualidad dispuestos para la administración de justicia, 

por el lo sol icita que como la exhibición solic itada por la parte 

demandada tiene como objeto la práct ica de un dictamen pericial , 

podría el despacho exigir a PROCOPAL colabore con la práct ica de la 

prueba pericial, permitiendo al perito designado acuda a las 

instalaciones y tome copia de los documentos estrictamente necesarios, 

si no se accede a ello,  entonces solicita se conceda más tiempo para 

cumplir,  toda vez que por el confinamiento por el  COVID no se pudo 

acceder a la contabil idad por 3 meses más o menos y que en la 

actualidad hay protocolos que impiden cumplir con los t iempos.    A esta 

solicitud la parte demandada se opuso (archivo 12) con correo del 9 de 

jul io de 2020, en el cual argumenta que la prueba se decretó desde 

febrero de 2020, es decir hace seis meses; que los documentos puede 
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aportarlos en forma digital; que al momento del decreto en el auto se 

indicó que dichos documentos debían ser puestos en conocimiento de la 

ejecutada y del despacho antes de la audiencia; y se trata de prueba 

dist inta a la pericial .    La mencionada petición e l despacho la resolvió  

(archivo 13) con auto de agosto 18 de 2020, en forma negativa , 

requiere a la parte actora y f i ja fecha para audiencia.   Argumentó que, 

tal como lo expresa la parte demandada, la actora cuenta con diferentes 

herramientas tecnológicas para proceder a la exhibición de los 

documentos, prueba distinta al dictamen pericial, decisión que está en 

f irme, y no puede el demandante confundir las dos, debiendo tener 

presente que por ejemplo puede proceder a la digitalización  de los 

documentos y ponerlos a disposición de la demandada para que 

proceda a la presentación del dictamen.  Resuelto el asunto de tal 

manera, la parte actora el 20 de agosto de 2020 remite correo con 

memorial solicitando  se adicione el auto del 18 de agosto en el cual no 

se resolvió la solicitud sobre la ampliación del término para cumplir con 

la exhibición, petición que fue resu lta con auto  del 4 de septiembre de 

2020 (archivo 18) en el  que se le indicó que si se había resuelto al 

indicarse en aquel auto que la petición de ampliación no era de recibo 

por cuanto si la exhibición no podía hacerse de manera p resencial, si 

se puede valiéndose de las herramientas tecnológicas dispuestas, lo 

cual debía poner en conocimiento de la parte demandada y del 

despacho con la debida antelación, debiendo  proceder de inmediato a 

ello teniendo en cuenta la fecha f i jada para la audiencia, es así como 

requiere a la parte actora  “para que en el término de la distancia 

proceda con lo ordenado….”  .   En relación con lo decidido la parte 

actora  allega pronunciamiento  el 9 de septiembre de 2020 (archivo 20) 

en el que dice que la digitalización no resul ta ef iciente al  no permit ir la 

adecuada reproducción de los documentos al estar encuadernados, por 

ello insiste que es más indicado que el perito designado por la parte 

demanda acceda a ellos en el lugar donde se encuentran y realice  las 

reproducciones de las piezas que necesite.  No obstante manif iesta que 

le es imposible al legar los documentos en el término de la distancia, no 

recurrirá el auto,  “….y se asumirán las consecuencias derivadas de la 

no exhibición de los documentos prev ista en el Artículo 268 del Código 

General del proceso, por tratarse de libros y papeles de los 

comerciantes”,  como tampoco es la intención dilatar la práctica de las 

pruebas o afectar a la parte demandada “De all í que asuma las 
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consecuencias legales de la desatención de la carga que le impone 

exhibir documentos contables y papeles de los comerciantes” , 

reiterando la colaboración para que el perito de la parte demandada 

acuda a sus instalaciones y tome copia de los documentos que requiera 

para su informe. 

 

De este material se desprende en forma nít ida que se ordenó la 

exhibición de los documentos pertinentes de la contabil idad de 

PROCOPAL y del CONSORCIO, como prueba solicitada por la parte 

demanda y que la parte actora no cumplió, argumentado diferentes 

situaciones, para al f ina l admit ir su renuencia y disposición a asumir las 

consecuencias que del incumplimiento de la carga probatoria impuesta 

surjan conforme el art. 268 CGP.  

 

Teniendo clara la renuencia a cumplir  la orden de exhibir los 

documentos requeridos, se analizará si por el lo procede la aplicación 

de la sanción que reclama el recurrente, a la luz de los arts . 67 C de 

Cio, y 268 CGP, y de la cual,  di jo la parte actora, asumiría las 

consecuencias.  

 

El art.   67 del C de Cio regula la  “Renuencia a la exhibición de los 

libros.  Si el comerciante no presenta los libros y papeles cuya 

exhibición se decreta, oculta alguno de ellos o impide su examen, se 

tendrán como probados en su contra los hechos que la otra parte se 

proponga demostrar, si para esos hechos es admisible la confesión. 

Quien solicite la exhibición de los libros y papeles de  un 

comerciante, se entiende que pone a disposición del juez los 

propios”. (se resalta).  

 

Y el art.  268 CGP señala. “Exhibición de l ibros y papeles de los 

comerciantes.  Podrá ordenarse, de oficio o a solicitud de parte, la 

exhibición parcial de los l ibros y papeles del comerciante. La dil igencia 

se practicará ante el juez del lugar en que los l ibros se lleven y se 

limitará a los asientos y papeles que tengan relación necesa ria con el 

objeto del proceso y la comprobación de que aquellos cumplen con las 

prescripciones legales. -.-.-.-El comerciante que no presente alguno de 

sus libros a pesar de habérsele ordenado la exhibición, quedará sujeto 

a los libros de su contraparte que estén llevados en forma legal , sin 
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admitírsele prueba en contrario , salvo que aparezca probada y 

just if icada la pérdida o destrucción de ellos o que habiendo demostrado 

siquiera sumariamente una causa justif icada de su renuencia, dentro de 

los tres (3) días siguientes a la fecha señalada para la exhibición, 

presente los libros en la nueva oportunidad que el juez señale. -.-.-Para 

el examen de los libros y papeles del comerciante en los casos de 

exhibición, la parte interesada podrá designar un perito ”.   (se resalta)  

 

Como se observa de esta normativa, la sanción de tener por ciertos los 

hechos expuestos por la parte que solicitó la prueba, cuando su 

contraparte pese a la orden judicial no  exhibe los l ibros y documentos, 

está sujeta a que quien pidió la prueba ponga a disposición sus libros y 

papeles, los cuales deben estar l levados conforme a la ley, pues a ellos 

se estará en lo pert inente.  

 

En el caso que nos ocupa, es c laro que la parte demandada solicitó, y 

así se decretó la exhibición de algunos l ibros y documentos por parte 

de la demandante PROCOPAL relacionados con su contabil idad y la del 

CONSORCIO, y si bien la parte actora fue renuente a dar cumplimento 

a tal decreto probatorio, carga que le cor respondía, no es posible tener 

por ciertos los hechos narrados por la parte demandada, pues para el lo 

tendría que estarse a los registros contables que aparezcan en sus 

propios l ibros y documentos, los cuales no fueron puestos a disposición 

ni allegados por la pasiva, desconociendo dentro del proceso como 

lleva su contabil idad y si al l í hay asientos contables re lacionados con el 

asunto que se analiza, sobre lo adeudado a PROCOPAL o al mismo 

CONSORCIO, y se han hecho abonos o pago de tales obligaciones.  

 

Ante la falta de aportación de sus l ibros, la parte pasiva no puede 

pretender que, ante la renuencia a la exhibición de los l ibros de la parte 

actora, se tenga por ciertos los hechos que niegan la existencia de la 

obligación, pues era necesario que para que se aplicara la normatividad 

pertinente, sus libros debieron ser aportados, quedándose corta la parte 

pasiva en su pretensión de aplicación normativa, que reclama vía 

recurso, ante la falta de análisis de la juez de primera instancia sobre la 

renuencia expresa de la parte actora. 
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Así las cosas, no procede tener por ciertos los hechos expuestos por la 

parte demandada, que admitan confesión, pues no aportó sus propios 

libros y documentos, los cuales serían la base para  determinar la 

realidad sobre la obl igación perseguida en este proceso., pues no es 

suficiente las certif icaciones suscritas por su contador y revisor f iscal ,  

ya que la prueba o el documento que da fe de sus movimientos son los 

l ibros y documentos que como comerciante debe l levar.   Éste reparo no 

prospera. 

 

2. Teniendo en cuenta el sustento de algunos reparos, se resolverán en 

conjunto, pues se relacionan con el t ítulo valor y la forma en que fueron 

completados sus espacios en blanco.   El los son:  2. EL SOPORTE DE 

LA OBLIGACIÓN QUE SE COBRA EMANA DE UN TÍTULO VALOR CON 

ESPACIOS EN BLANCO Y AL SER LLENADO EN FORMA ABUSIVA NO 

CONFIGURA UNA OBLIGACIÓN CLARA, EXPRESA Y ACTUALMENTE 

EXIGIBLE.    6. EL TITULO INCOMPLETO Y LA INTEGRACIÓN 

ABUSIVA.   7. LA CARGA DE LA PRUEBA.   8. INEXISTENCIA DEL 

VALOR DEL IMPORTE Y DE LA CAUSA DE LA MORA.  9.  AUSENCIA 

DE FORMA DE VENCIMIENTO.   10. INDEBIDO ANÁLISIS DE LA 

PRUEBA RECAUDADA Y DE ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES.   

10. INDEBIDO ANÁLISIS DE LA PRUEBA RECAUDA DA Y DE 

ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES   11.  LA SENTENCIA SE 

APARTA DE CLAROS PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES SOBRE 

LOS TÍTULOS VALORES CON ESPACIOS EN BLANCO Y LAS CARTAS 

DE INSTRUCCIONES. Todos estos reparos,  si bien algunos no hacen 

ataque a la sentencia, otros se ref ieren a una indebida valoración por 

parte de la juez de instancia del material probatorio en conjunto, 

pretendiendo con ello señalar que el t ítulo valor base de recaudo, 

pagaré, fue completado en sus espacios en blanco en forma abusiva, 

desconociendo lo acordado entre las partes, ateniéndose solo a su 

literal idad, aduciendo que le correspondía a la parte actora probar la 

existencia de la deuda, lo cual no hizo, mientras que la parte 

demandada si probó que pagó lo adeudado y por tanto no hay 

obligación pendiente. 

 

Al dar inicio a un proceso ejecutivo, la base de este , en muchos casos 

es un t ítulo valor, como en el que nos ocupa, un pagaré, documento a 

través del cual la parte actora hace una af irmación indef inida, cual es, 
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el deudor no honró la obligación, por tanto, adeuda la suma all í 

plasmada desde la fecha en que incurrió en el incumplimiento, 

af irmación indefinida que corresponde a la parte demandada desvirtuar, 

ya sea porque no existe o porque la suma es diferente.  

 

El pagaré que por este medio se cobra , es a la orden, No 1P, suscrito el 

9 de mayo de 2017, en el que se obliga ALICIA MARÍA DE JESÚS 

NARANJO URIBE, quien lo suscribe, lo que no se ha negado, 

discutiendo el monto y la fecha en que se pagaría, información que 

corresponde a la suma de $742’000.000.oo y al 30 de jul io de 2017.  

Espacios que fueron dejados en blanco y completados conforme la c arta 

de instrucciones adjunta de la misma fecha mayo 9 de 2017, en la que 

la deudora da instrucciones para que sea completado el pagaré, y con 

relación al monto se indicó que será la sumatoria de “a) el saldo de las 

deudas insolutas que el deudor y/o la sociedad ALCA INGENIERÍA 

S.A.S., conjunta o separadamente , haya adquirido con anterioridad a la 

f irma de este documento o adqu iera en el futuro en favor de la 

Acreedora, cualquiera sea el título en el cual dichas obligaciones 

consten o incluso aunque se trate de obligaciones surgidas de manera 

consensual, sin importar la naturaleza de las mismas, pudiendo ser 

estas, entre otras, civiles, comerciales, laborales, administrati vas, 

tributarias, etc. ”(se resalta), l iquidándose los intereses a la tasa mas 

alta y el  valor de las costas y gastos.  Debiendo dil igenciar los espacios 

en blanco a part ir del día en que “..se incurra en mora en el pago de 

cualquiera de las obligaciones contraídas por  o la sociedad ALCA 

INGENIERIA S.A.S. y a favor de la Acreedora” pudiendo hacer uso de 

esta facultad ante el incumplimiento de una sola de la s obligaciones, lo 

que implica la exigibil idad anticipada de todas las demás deudas , 

dejando claro la fecha de l lenado de dichos espacios. 

 

Como se detal la, la carta de instrucciones es cla ra en señalar como se 

determinará el monto con el cual se llenará el espacio en bl anco que 

corresponde a la suma adeudada, pudiendo unir las obligaciones 

adquiridas por la deudora ALICIA y /o por la sociedad ALCA, y las 

anteriores o posteriores a la f irma del pagaré y carta de instrucciones, 

sin que importe la naturaleza del origen de la deuda, sin que se l imite 

all í a deudas que corresponda a un solo negocio entre las partes, como 

pretende hacer ver la parte demandada, pues all í no se especif icó que 
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el t ítulo debía llenarse solo con la suma adeudada por cuenta de uno u 

otro negocio, por el contrario es expreso en señalar que puede ser por 

deudas consensuadas sin importar la naturaleza de las mismas .  Y 

sobre la fecha de mora en la carta de instrucciones se indica que podrá 

ser l lenado sin previo aviso y autorización a partir del día en que se 

incurra en mora, pudiendo hacer uso de la c láusula aceleratoria, en 

caso exist ir  varias obl igaciones pendientes, y la fecha de su 

otorgamiento lo será cuando se llenen los espacios en blanco.  

Condiciones que fueron conocidas por la parte deudora con t iempo 

suficiente para analizar y hacer algún reparo sobre su contenido, si es 

que consideraba o entendía que aquel documento lo suscribía solo para 

garantizar el pago de lo que llegara a deber por cuenta del negocio 

denominado CONSORCIO, l imitante que no se encuentra en el 

contenido de la carta de instrucciones , ni en el pagaré mismo. 

 

Con estas instrucciones claras, fue completado el pagaré, generando un 

título ejecutivo que reúne los requisitos del art.  422 CGP, dando paso a 

una obligación clara, expresa y actualmente exigible , acudiendo a la 

l iteral idad y autonomía del t ítulo , en el cual se incorpora el derecho del 

demandante a que el demandado cancele lo reclamado. 

 

Correspondía entonces a la parte demandada, probar que el t ítulo fue 

completado en forma abusiva porque la deuda no existe, o ya fue 

cancelada, pero en este caso las pruebas allegadas no son suficientes 

para acreditar tal dicho. 

 

Veamos, del acta de REUNIÓN CONTRATO TERMINALES JMC se 

extrae que hablan de proyecciones de f lujo de caja de lo que se adeuda 

a contrat istas, de lo que se paga por nómina mensual  que la está 

pagando PROCOPAL lo que desconocía ALCA, dice,  que PROCOPAL 

ha “metido” en ese contrato $1.300’ mil lones que t iene que poner el 

CONSORCIO y que en noviembre ALCA se comprometió a pagar $150’ 

millones mensuales y no ha cumplido, lo que acepta el Dr. MORALES , 

representante de ALCA, y arguye que no han podido conseguir 

recursos, y por el lo propone asumir compromisos de pago y f i rmar unos 

pagarés para el d ía lunes 3 de abri l ,  se le explica al Dr. MORALES de 

ALCA de donde salen los $1.300 mil lones señalados, que están en 

900millones y ALCA solo ha dado $166 mil lones faltando $750 millones.  
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Se indica que la pérdida va a ser mas o menos de $1.500 millones mas 

$500 mil lones de retenciones.  Concluyen que ALCA  adeuda $850 

millones y pide se le entreguen rápidamente a PROCOPAL, ante esto el 

Dr. MORALES afirma que el lunes siguiente tendrán una propuesta de 

pago y para respaldarla f irmará pagarés que se enviaron con la 

comunicación el 17 de marzo.  Se informa al l í que la administración del 

mes de febrero costo $144 millones y proyectaran la de marzo.  

 

De este documento, que no fue atacado ni tachado por las partes, se 

desprende que efectivamente ALCA adeudaba unas sumas de dinero a 

PROCOPAL  pagos que esta había hecho y que eran carga del 

CONSORCIO en el que participaba ALCA en un  50%. 

 

Se cuenta también con la comunicación fechada 16 de marzo de 2017, 

enviada el 17 siguiente, dirigida por PROCOPAL S.A a CARLOS 

ALFONSO MORALES RIGUEROS como representante de ALCA 

INGENIEROS S.A.S en la que solicita el pago de las sumas que 

PROCOPAL ha venido asumiendo y que eran su obligación y no han 

sido reembolsadas a la fecha ni se ha llegado a acuerdo de pago, le 

recuerda que según el acuerdo consorcial  la part icipación de las 

empresas es del 50% cada una, porcentaje que sin excepción se acordó 

para la distr ibución de ingresos y egresos derivados de la ejecución de 

la obra objeto del CONSORCIO, indicando que para esa fecha ALCA le 

adeuda $655 millones de pesos a f in de cumplir con los compromisos 

adquiridos en el contrato entre CONSORCIO TERMINALES con el 

CONSORCIO PROCAPEX, por lo que requiere el reembolso inmediato, 

a mas tardar el 22 de marzo de 2017 para evitar acciones judiciales, 

advirt iendo al f inal que “El valor indicado no incluye la actualización 

monetaria, ni los intereses que pudieran haberse generado”.  

Adjuntando dos pagarés en blanco con sus cartas de instrucciones para 

que sean suscritos y garantizar el dinero y los costos que se generen 

en adelante.     Documento del cual se desprende que ALCA t iene una 

deuda con PROCOPAL, cuyo monto puede variar con el correr del 

t iempo. 

 

 El 03 de abri l de 2017 CARLOS MORALES envía correo con propuesta 

de aportes al CONSORCIO , ref ir iéndose a la reunión cuya acta ya se 

mencionó, y en la que se comprometió a realizar esta propuesta, la cual 
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consiste en que a partir del 25  de abri l de 2017 se girará 

mensualmente la suma de $150 mi llones hasta completar $850 millones 

“o el valor que se requiera conforme al seguimiento mensual del f lujo de 

caja”, es decir de abri l a julio $150 millones mensuales y en agosto el 

saldo.  A renglón seguido señala “igualmente la diferencia de montos 

aportados por PROCOPAL, los cuales tendrán un interés bancario 

comercial, que debe quedar negociado entre las partes”, iniciando el 

proceso de suscripción de pagarés.    Con esta propuesta se advierte 

que la reunión a que se ha hecho alusión y cuya acta fue refe renciada 

líneas anteriores se realizó a f inales del mes de marzo, lo que implica 

que la carta en la que se reclama la suma de $655 millones fue antes 

de el lo, el 17 de marzo, de ahí la diferencia en las sumas, pues en la 

reunión se estableció que ALCA adeudaba a PROCOPAL $850 millones 

a esa fecha, de donde se desprende que dicha suma es variable 

atendiendo al movimiento del f lujo de caja del CONSORCIO y el 

cumplimiento de obligaciones propias del CONSORCIO.  Resaltando de 

ese correo en el que se hace la propuesta que se indica que los pagos 

iniciarían en abri l  y terminarán en jul io con un pago mensua l de $150 

millones y el saldo en agosto, el cual , se acepta puede variar , pero 

como aportes al CONSORCIO 

 

Con estas pruebas, en las cuales la parte demandada se basa para su 

defensa, se obtiene la certeza que ALCA si adeudaba a PROCOPAL, 

por lo menos $655 millones a marzo de 2017, y $850 mil lones a f inales 

de ese mismo mes, según acta de reunión, los cuales se propuso 

cancelar “igualmente la diferencia de montos aportados por 

PROCOPAL, los cuales tendrán un interés bancario comercial, que 

debe quedar negociado entre las partes”, junto con los aportes al 

consorcio con pagos mensuales de $150 mil lones en abri l, mayo, junio y 

jul io de 2017, y el saldo en agosto, siendo conscientes que este podía 

cambiar atendiendo el f lujo de caja.  

 

Ahora, la demandada pretende acredi tar que ha pagado dicha deuda en 

favor de PROCOPAL, aportando documentos como lo soportes de giro 

de cheque.  Al revisarlas se encuentra que el 28 de diciembre de 2016 

ALCA realiza un pago a proveedores por $150 mil lone s, apareciendo 

como beneficiario CONSORCIO TERMINAL,  suma que no puede 

tenerse en cuenta, toda vez que  fue en marzo de 2017 que se definió 
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que ALCA debía PROCOPAL por lo menos $655 a marzo 16 de 2017 y 

$850 millones a f inal de ese mes, dinero que debía reembolsar a dicha 

sociedad y este pago se realizó en diciembre de 2016 siendo 

beneficiario el CONSORCIO.  Se aporta pago con cheque por $150 

millones girado a favor de “ADMON/CIO TERMINALES JMC”  por 

concepto de “APORTES” de fecha 03 de mayo de 2017, beneficiario 

CONSORCIO.  El 16 de junio de 2017 se pagó con cheque también a 

“ADMON/CIO TERMINALES JMC”  la suma de $150  millones, por 

concepto de “PRESTAMO DE CAPITAL DE TRABAJO”, beneficiario 

CONSORCIO.    El 14 de jul io de 2017 gira cheque por $150 mil lones a 

favor de “ADMON/CIO TERMINALES JMC”  por concepto de 

“APORTES”, beneficiario CONSORCIO.   EL 18 de agosto de 2017 gira 

cheque por $125 millones a favor de “ADMON/CIO TERMINALES JMC”  

por concepto de “APORTES, beneficiario CONSORCIO.  

 

De estas pruebas se inf iere que ALCA pagó los aportes al CONSORCIO 

en la forma en que lo propuso en su correo de abril  03 de 2017, aunque 

no en las fechas señaladas, pero no acredita con ellas que haya 

cancelado suma alguna en favor de PROCOPAL.  Es decir, la obligación 

aún existe, y con estas pruebas no se ha acredi tado su pago o que no 

exista, por el contrario, la parte demandada ha aceptado que adeuda a 

PROCOPAL y no ha logrado probar que ya pagó dicha obligación.  

Fíjese que estos pagos se hicieron  a favor del CONSORCIO, y es muy 

claro que ALICIA y/o ALCA es deudora de PROCOPAL, tal como se 

establece del of icio del 16 de marzo de 2017 y de la reunión celebrada 

al f inal de ese mes, y del mismo correo en que ALCA hace propuesta de 

pagos de aportes al CONSORCIO, como se referenció, indicando que 

“igualmente la diferencia de montos aportados por PROCOPAL, los 

cuales tendrán un interés bancario comercial, que debe quedar 

negociado entre las partes.  Entonces no puede ser de recibo la 

af irmación de que la deuda ya fue pagada a PROCOPAL con estos 

pagos, pues en el los se ref leja que el bene ficiario fue el CONSORCIO y 

no PROCOPAL a quien se le adeuda, y en favor de quien se suscribió el 

pagaré 1P por ALICIA, con su car ta de instrucciones.  

 

Las af irmaciones que hacen los test igos, como la contadora y el revisor 

de ALCA,y las certif icaciones expedidas por el los, su representante 

legal y la misma demandada,  sobre la inexistencia de la obligación, no 
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son suficientes, pues sus dichos además de ser valorados con mayor 

rigurosidad por el vínculo laboral que los une a la demandada, no 

tienen soporte, como lo sería  los l ibros y documentos de la parte 

demandada, los cuales como se di jo , no aportó y debió ponerlos a 

disposición para que con sus registros soportara sus movimientos, 

como lo exige su cal idad de comerciante. 

 

En relación con el dictamen rendido por  RAMIRO ANDRADE, traído por 

la parte demandada,  ha de decirse que tampoco es de recibo, pues en 

la forma en que se presentó no fue como de decretó, si volvemos al 

decreto de dicha prueba esta pericia recaería sobre los l ibros y 

documentos pedidos en exhibic ión de la contabil idad del CONSORCIO y 

de PROCOPAL, pero como estos no fueron exhibidos, la pericia no 

tiene soporte en la forma en que se dispuso por el Juzgado.  Ahora, la 

presentada en la forma en que se allegó tampoco sería de recibo, toda 

vez que se basa en parte, en el dictamen rendido por la parte actora, el  

cual tampoco es de recibo, como se explicará más adelante, y porque el 

mismo perito advierte que la oferta de pagar $150 mil lones mensuales 

no debe tomarse como cifra cierta, teniendo en cuenta que era una 

proyección susceptible de variación por imprevistos en la ejecución del 

contrato, pero no tuvo en cuenta que era una propuesta para pagar los 

aportes al CONSORCIO y no la deuda a PROCOPAL.  Porque trabajó 

sobre información incompleta de los estados f inancieros del 

CONSORCIO que PROCOPAL enviaba a ALCA mensualmente en los 

periodos 2015 y 2016, af irmando que la información contable analizada 

no contiene detalle que permita determinar la existencia de 

obligaciones entre los consorciados, luego analiza periodos 2018 y 

2019, y procede a analizar el dictamen de RSM presentado por la parte 

actora.  Es decir, sus fundamentos no son sólidos, ya que la 

información sobre la cual construye sus conclusiones no es completa, 

es susceptible de variación y no trabajó sobre la conta bil idad de ALCA 

sino sobre estados f inancieros  del CONSORCIO que recordemos es 

incompleta, sin analizar la contabil idad de PROCOPAL, como lo af irmó. 

 

Sobre la pericia presentada por la parte actora, ha de decirse que es 

una probanza inútil al proceso, pues all í no se establece  la suma 

adeudada para la fecha en que se suscrib ió o lleno el pagaré, sino que 

parte del resultado f inal del proyecto adelantando por el CONSORCIO 
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tomando pagos, costos y gastos generados hasta el año 2020, sumas 

que además actualizó con interés bancario a la fecha del dictamen,  

noviembre 30 de 2020.  No tuvo en cuenta contabil idad de PROCOPAL 

para acreditar desde al l í los asientos contables re lacionados con las 

salidas de dinero en favor de l CONSORCIO y que debían cargarse a 

ALCA o a ALICIA o en favor directamente de ALCA o ALICIA.  Igual 

procedimiento realizó con relación al PROYECTO  CIRCUNVALAR DE 

OCCIDENTE, uniendo los dos valores obtenidos.  Finalmente se 

advierte que la base de esta pericia son documentos , facturas e 

información etc, que le entrega PROCOPAL lo que llevaría a pensar que 

puede construir su  prueba, situación que a todas luces  es 

improcedente en el régimen probatorio, pues a nadie le es permit ido 

crearse su propia prueba, como lo ha reiterado  la CSJ.  Así queda 

resuelto el reparo 5.  INDEBIDA ACEPTACIÓN DEL DICTAMEN DE LA 

PARTE ACTORA. 

 

Pese a ello se cuenta con e l t ítulo y su carta de instrucciones , cuya 

deuda tiene soporte en otras pruebas allegadas al proceso, como en el 

correo de marzo 16 de 2017 enviado por PROCOPAL a ALCA, en el 

acta de reunión donde se establece que ALCA adeuda a PROCOPAL 

una suma que puede variar según el f lujo de caja, y el correo enviado 

por PROCOPAL en el que propone hacer pagos de los aportes al 

CONSORCIO y se ref iere a las diferencias adeudas a PROCOPAL , con 

ello es claro que la deuda si existe, y que la suma es la reclamada, 

pues si en marzo 16 de 2017 se reclamaba $655 mil lones, a f inal de ese 

mes ascendía a $850 mil lones y los pagarés se suscribieron en mayo de 

ese año, supone el transcurso de dos meses , y se llenaron en julio del 

mismo año, y siendo éste monto variable conforme al f lujo de caja y 

ejecución de la obra, es lógico que dicha suma haya podido variar,  

siendo relevante que la parte demandada no acreditó que no debiera 

dicha suma o que debiera menos, como era su carga, pues el origen de  

la deuda está claro, los dineros que PROCOPAL pagaba por el 

CONSORCIO pero que correspondía cubrirlos a ALCA, y ello se aceptó 

en la reunión de marzo según el acta, en la cual se plasmó incluso que 

ALCA desconocía que PROCOPAL cubría el valor de las nóminas que 

pagaba el CONSORCIO a su planta de personal, pero en esa ocasión 

no reclamó por el lo, ni di jo que no le correspondía asumir dichos pagos 
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conforme al porcentaje de part icipación en el  CONSORCIO, tal como se 

le expuso en el of icio del 16 de marzo de 2017. 

 

Finalmente, el rec lamo de que la juez no tuvo en cuenta providencias 

de este y otro Tribunal relacionada con el l leno de los espacios en 

blanco dejados en los t ítulos valores, ha de decirse , que las citas que 

se hacen parece se ref ieren a un caso en el que no había claridad 

sobre el negocio causal, pues se desconoce el fundamento fáctico de la 

decisión citada, pero para este evento no sería de aplicación por par te 

de la juez de primera instancia, pues como se ha dejado establecido es 

claro el origen de la deuda, y la suma por la cual se l lenó el pagaré, 

cumpliendo así dicho pagaré con los requisitos del art.  422 del CGP 

para prestar mérito ejecutivo, y la parte demandada no acreditó otra 

cosa, como le correspondía.     Estos reparos no prosperan.  

 

3. Continuamos con el reparo 3.  PARA PODER LLENAR EL VALOR Y 

FECHA DE VENCIMINETO DEL PAGARÉ ERA NECESARIO UN 

PROCESO DECLARATIVO, UN PROCESO DE LIQUIDACIÓN Y UN 

PROCESO ARBITRAL.    Es un planteamiento que no constituye reparo 

en contra de la sentencia que es objeto de alzada, solo expone una 

consideración sobre como debió resolverse el asunto, pero que no 

puede ser solucionado en este proceso, pues lo traído a la jurisdicción,  

fue un proceso ejecutivo, presentando  como base un pagaré 

dil igenciado, con su carta de instrucciones, t ítulo contentivo de un 

derecho en favor de PROCOPAL y sobre el cual no se demostró que se 

hubiera l lenado en forma abusiva por el tenedor legítimo PROCOPAL, o 

que no tuviere un negocio subyacente del cual se originó la obligación. 

Y por esta pretensión fue que la parte demandada ejerció su derecho de 

defensa.  Todo ello quedó claro al desatar los reparos anteriores.   No 

prospera. 

 

4.  El cuarto aspecto objeto de sustentación CARENCIA DE ANÁLISIS 

RESPECTO DEL ALCANCE Y EFECTO JURÍDICO DEL NEGOCIO 

CAUSAL.  Ante la claridad, l iteral idad y autonomía del título ejecutivo 

presentado como base de recaudo, era carga de la parte demandada 

probar que la deuda cobrada no tenía origen, pero el lo no ocurrió, al 

contrario c laro quedó que ALICIA suscribió el pagaré con espacios en 

blanco y la carta de instrucciones para su llenado al ser con sciente de 
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la deuda que se tenía con PROCOPAL, quien había cubierto deudas del 

CONSORCIO en el cual part icipaban las dos entidades, y que le 

correspondía cumplir a ALCA, tal como se dejó claro en el o f icio de 

fecha 16 de marzo de 2017 y en el acta de reunión , documentos en los 

que se expresó que ALCA debía a PROCOPAL por concepto de varias 

sumas que esta había asumido pero que correspondían a ALCA, para 

cumplir con las obl igaciones adquiridas por el  CONSORCIO, y en 

frente a dichos documentos nada expresaron en su momento , por el 

contrario admitieron que así era . Este análisis es el que se hizo en la 

primera instancia, y que esta Corporación ha hecho al resolver la 

apelación, sin que sea necesario extender el análisis al negocio mismo 

de la conformación del CONSORCIO. 

 

En conclusión, la parte recurrente - demandada-  no logró acreditar los 

fundamentos de sus reparos, para enervar la decisión atacada,  por 

tanto se CONFIRMARÁ la decisión de primera instancia  proferida por el 

Juzgado Segundo Civi l del Circuito de Medellín en audiencia celebrada 

el 21 de enero de 2021, y se condenará en costas de esta instancia, en 

favor de la demandante, en aplicación de la regla 3 del art. 365 CGP 

que serán l iquidadas como lo establece el art.  366 de la misma 

normativa.  

 

En mérito de lo expuesto, la SALA TERCERA DE DECISIÓN CIVIL DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, administrando Justicia en 

nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA 

 

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia de primera instancia proferida por 

el Juzgado Segundo Civi l del Circuito de Medellín en audiencia 

celebrada el 21 de enero de 2021, dentro del radicado de la referencia.  

 

SEGUNDO. CONDENAR en costas de esta instancia a la parte 

demandada-recurrente, en favor de la parte  actora, las cuales serán 

liquidadas en forma concentrada por el juez de primera instancia, como 

lo ordena el art. 366 CGP.   
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TERCERO. Como decisión de ponente, se f i ja como agencias en 

derecho el equivalente a tres (03) smlmv conforme el Acuerdo PSAA16-

10554 de agosto 05 de 2016 

 

CUARTO.  En f irme esta decisión, devuélvase al despacho de origen.  

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
Los Magistrados,  

 
 

 

 

JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 
(Firma escaneada conforme al art. 11 del Decreto 491 de 2020 Ministerio de Justicia y del Derecho) 

Utilizada para decisiones de la Sala Tercera de Decisión Civil del Tribunal Superior de Medellín 
 

 
CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA 
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